
Procurador contrario: Alfonso Blanco Fernández

AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUMERO 42

SOFIA  PEREDA  GIL,  Procuradora  de  los  Tribunales,  en  nombre  de  la
ASOCIACION DE INTERNAUTAS, cuya representación acredito mediante la copia
de  la  escritura  de  apoderamiento  que  acompaño  al  presente  como  documento
número 1, ante el Juzgado comparezco en los Autos de Procedimiento ordinario
379/2004,  promovidos  por  la  Sociedad  General  de  Autores  y  Editores  y  don
Eduardo Bautista García sobre protección del honor de las personas y, como mejor
proceda, DIGO:

Que  el  día  28  de  abril  pasado,  fue  emplazada  mi  representada  para  que
compareciera en los autos de referencia  en el  plazo de los veinte días hábiles
siguientes y contestara a la demanda,  extremo que vengo en cumplimentar por
medio del presente escrito, oponiéndome a la demanda formulada, alegando con
carácter previo las siguientes excepciones:

Primera.- Excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario.

La  demanda  se  formula  por  los  contenidos  publicados  por  la  denominada
Plataforma  de  Coordinación  de  Movilizaciones  contra  la  Sociedad  General  de
Autores y Editores, pretendiendo que la utilización del dominio  www.putasgae.org
es  una  intromisión  ilegítima  en  el  derecho  fundamental  al  honor  de  la  entidad
demandante.

Como  quiera  que  el  referido  dominio  nunca  ha  sido  de  la  titularidad  de  mi
mandante,  debió ser demandada la referida Plataforma en las personas que la
integran, públicamente conocidas en Internet, puesto que el resultado del litigio va
a  afectarles. Y pretendiéndose por los demandantes que se elimine la expresión
“putasgae” del citado dominio, así como todos los artículos y enlaces en que se
contenga dicha palabra, así como la supresión de las expresiones consideradas de
contrario como atentatorias del derecho al honor de los demandantes, y siendo que
mi mandante no ha tenido ni tiene intervención directa alguna en la elaboración de
los contenidos, resulta necesario que sean traídos al procedimiento al afectar el
resultado del litigio planteado de contrario a los integrantes de la Plataforma citada.

Segunda.- Excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario.

Los demandantes dan por sentado que el  dominio  www.putasgae.org   es de la
titularidad de mi mandante. Este extremo de hecho es negado por esta parte de
forma categórica.

Como quiera que los datos públicos del dominio www.putasgae.org no presuponen
ni atribuyen titularidad alguna y puesto que de forma implícita los demandantes
están planteando un litigio sobre dominios de Internet puesto que están en primer



lugar  atribuyendo  una  titularidad  completamente  incierta  y,  en  segundo  lugar,
pretendiendo la supresión de dicho dominio, que no otra cosa supone eliminar la
expresión “putasgae” de dicho dominio que, de admitirse, supondría la necesidad
de su cancelación como tal dominio de Internet, debió ser traída al procedimiento
la  entidad  registradora  del  mismo  que  es  la  única  entidad  que  puede  dar
cumplimiento a tal supresión de la expresión considerada de contrario atentatoria
del honor de los demandantes en un dominio por ella registrada.

Nos  estamos  refiriendo  a  la  entidad  Tucows  Inc.,  con  domicilio  en  96  Mowat
Avenue Toronto, Ontario  Canadá, que es la empresa registradora de dominios de
Internet  que dispone y tiene todos los datos necesarios  para poder  proceder  a
realizar la modificación del  nombre  de dominio pretendida con la demanda.  De
hecho,  todas  las  consultas  públicas  del  dominio  www.putasgae.org arrojan  el
mismo resultado  acerca  de  qué empresa  dispone  de  los  verdaderos  datos  del
titular del dominio cuestionado por ser la entidad registradora y por ello la única
que  puede  dar  cumplimiento  a  lo  pretendido  de  contrario.  En  unos  casos,  la
consulta  de los  datos  públicos  del  dominio  indica  que su identificativo es R11-
LROR (que corresponde a la citada empresa) y en otros directamente aparece la
citada empresa,  Tucows Inc.,  como registradora del  dominio  y, por tanto,  es la
única, además de la persona que ostente el verdadero control sobre el mismo, que
no es mi mandante,  que puede dar cabal  cumplimiento a lo pretendido por los
demandantes, de prosperar sus pretensiones. Así es de ver en los documentos 2 a
5 acompañados al presente.

Tercera.- Excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario.

Uno  de  los  contenidos  considerados  atentatorios  contra  el  honor  de  los
demandantes (primera referencia contenida en el  hecho cuarto de la demanda)
refiere lo siguiente: “- En el apartado “Hemeroteca”, subapartado “Prensa”, aparece
el  título  “¡Atraco  a  mano  armada!-Artículo  publicado  hace  unos  años  en  plena
vigencia”. Bajo este título (enviado, según reza a continuación, por “putasgae” el
lunes 27 de mayo de 2002) y tras traer a colación el atraco a mano armada que al
parecer supuso para un periodista hace unos años la pérdida de un encuentro
futbolístico  por  el  Real  Oviedo  en  el  estado  Carlos  partiere,  puede  leerse  lo
siguiente  (pag.  21  del  Informe  Pericial):”,  reproduciéndose  a  continuación  lo
publicado  que  obra  en  la  citada  página  del  denominado  de  contrario  “Informe
Pericial”, en la cual, según es de ver en la misma, se hace mención de lo siguiente:
Autor: Ramón Díaz, Fecha publicación 25-04-1998, Medio: La Nueva España.

Se  trata,  por  tanto,  de  la  reproducción  de  un  artículo  periodístico  con  autor
identificado  publicado  en  un  medio  denominado  “La  Nueva  España”,  medio
conocido, con más de sesenta años de existencia y cuyo domicilio es Calvo Sotelo,
7,  33007  Oviedo,  Asturias,  siendo  su  director  actualmente  don  Isidoro  Nicieza;
medio de comunicación que debió se traído al procedimiento porque el resultado
de  la  presente  litis  puede  afectarle  al  imputarse  al  artículo  allí  publicado  y
reproducido por la Plataforma ser constitutivo de una ilegítima intromisión en el
derecho al honor de los demandantes.

Cuarta.- Excepción de falta  de cumplimiento de las obligaciones fiscales por la
entidad demandante.



Tras la reintroducción de la Tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en los
órdenes  civil  y  contencioso-administrativo,  a  la  demandante  le  incumbió  haber
acreditado el cumplimiento de dicha obligación tributaria. No habiéndolo hecho y
habiéndose admitido irregularmente la demanda iniciadora del  procedimiento de
referencia,  debe  anularse  todo  lo  actuado  a  fin  de  conminar  a  la  entidad
demandante al debido cumplimiento de lo establecido en el artículo 35 de la  Ley
53/2002 de 30 de diciembre de medidas fiscales, administrativas y de orden social
(en “BOE” de 31 de diciembre de 2002), desarrollado por la Orden HAC/661/2003
(publicada en “BOE” de 26 de marzo de 2003), según la cual no se dará trámite a
ningún escrito  de  los  que  den  lugar  al  hecho  imponible  sin  la  acreditación  de
haberse  practicado  la  correspondiente  autoliquidación  de  la  tasa  judicial  que,
deberá acompañarse necesariamente al escrito que da lugar al hecho imponible,
en este caso la demanda,  cuya copia junto con la documentación aportada de
contrario que nos ha sido trasladada no incluye la correspondiente autoliquidación
de  la  Tasa  judicial.  Siendo  como  es  un  documento  que  forzosamente  debe
acompañarse con la demanda iniciadora, en virtud de lo prevenido en el apartado 5
del artículo 266 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, siendo la consecuencia de tal
omisión la establecida en el apartado 2 del artículo 269 en relación con el artículo
403 de la misma Ley, es decir, la inadmisión de la demanda.

Quinta.- Excepción de falta de representación en el Procurador demandante. De
contrario se sostiene que se actúa en nombre de una entidad, la Sociedad General
de Autores y Editores, y de una persona física, don Eduardo Bautista García. Sin
embargo,  no  consta  apoderamiento  alguno  de  esta  persona  en  favor  del
Procurador que dice representarle,  a pesar de que debió acreditarse la referida
representación mediante el oportuno apoderamiento autorizado por Notario o bien
mediante  comparecencia  “apud  acta”  al  tiempo  de  la  presentación  del  primer
escrito o antes de la primera actuación (artículo 24 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil), es decir, de la demanda. No constando a esta parte su práctica, no debió
darse curso a la demanda formulada en nombre de don Eduardo Bautista García y
al haberlo hecho se ha incurrido en una nulidad de pleno derecho que debe dar
lugar a la inadmisión de la misma en la indicada representación que no ha sido
acreditada ni conferida.

Sexta.- Inexistencia  de  acuerdo societario  por  parte  de  la  entidad  demandante
para formular una demanda como la planteada.

Aduciéndose como se aduce de contrario que existen intromisiones ilegítimas en el
honor de una persona jurídica, no consta por modo alguno el acuerdo válidamente
adoptado  por  parte  de  dicha entidad  que así  lo  haya entendido  y decidido  en
consecuencia el planteamiento de la acción jurisdiccional planteada.

Las  personas  jurídicas  se  rigen  por  unos  estatutos  sociales  y,  normalmente,
existen órganos de gobierno, de representación y de gestión, cada uno con sus
funciones  y competencias  asignadas  estatutariamente.  La entidad  demandante,
por  expresa  disposición  de  sus  estatutos  sociales,  apartado  l)  del  artículo   65
(documento número 2 de la demanda, página 25 del mismo), tiene establecido que
le corresponde a su Consejo de Dirección “La realización de cualesquiera actos o
contratos de administración,  adquisición,  disposición,  enajenación y gravamen  y
decidir acerca del ejercicio, en juicio y fuera de él, de toda clase de acciones.”



Sin  embargo,  en  el  caso  presente  no  consta  por  modo  alguno  que  la  entidad
demandante haya dado cumplimiento a lo prevenido en sus Estatutos sociales,
máxime  cuando  se  trata  del  ejercicio  de  una  acción  en  juicio  planteada  por
considerar que existen intromisiones ilegítimas en el honor de la entidad.

Faltando  dicho  presupuesto  habilitante  necesario  para  el  planteamiento  de  la
acción deducida, resulta evidente que no debió admitirse a trámite la demanda,
conforme establece el  artículo  269.2 en relación con los artículos 266.5 y 403,
todos de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

En  este  sentido,  el  artículo  150  del  Texto  refundido  de  la  Ley  de  Propiedad
Intelectual establece en su primer párrafo que ”Las entidades de gestión, una vez
autorizadas,  estarán  legitimadas  en  los  términos  que  resulten  de  sus  propios
estatutos, para ejercer los derechos confiados a su gestión y hacerlos valer en toda
clase de procedimientos administrativos o judiciales.”

Puesto que los Estatutos así lo establecen, como hemos visto, siendo necesario el
cumplimiento de los mismos para deducir una demanda como la planteada, y no
habiendo adoptado el órgano competente acuerdo alguno, resulta palmario que la
demanda debió rechazarse de plano, tal y como establecen los artículos citados de
la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Asimismo, baso y fundamento la oposición a la demanda en los siguientes

HECHOS

Primero.- No  son  ciertos  los  hechos  alegados  de  contrario.  Unicamente
reconocemos como cierto lo plasmado en el correlativo formulado de adverso, con
ciertas matizaciones como se explanará más adelante.

Segundo.- Mi  representada,  es  una  entidad  creada  al  amparo  del  derecho
fundamental de asociación y no es titular de una página web, como se indica de
contrario, sino titular del dominio y del servidor de Internet que puede localizarse
mediante el nombre de dominio www.internautas.org cuya Internet Protocol o IP es
64.87.51.185,  situado  en  Nevada  (Estados  Unidos  de  Norteamérica)  y  no  en
Washington (Estados Unidos de Norteamérica) como se indica en el documento
aportado de contrario bajo el número 4 como “Informe Pericial”.  La actividad en
Internet de mi mandantes es la de prestador de servicios de la Sociedad de la
Información,  al  ser  su  servidor  web,  de  ftp  (file  transfer  protocol),  de  correo
electrónico, de foros, de alojamiento, de prestación de servicios en definitiva, su
medio de interactuación con los usuarios de Internet, actualmente conocidos como
internautas.  Así  es de  ver  en  los  documentos números 6 a 8 acompañados al
presente.

Tercero.- Al  dominio  de  mi  representada  le  pertenece  el  subdominio
http://antisgae.internautas.org y  otros  muchos  como  http://social.internautas.org,
http://seguridad.internautas.org,  http://adsl.internautas.org,
http://cable.internautas.org,  http://movil.internautas.org,  http://trac.internautas.org,
pero no el dominio de Internet www.putasgae.org; éste no le pertenece en modo
alguno  y  nunca  le  ha  pertenecido,  ni  ha  ostentado  sobre  el  mismo  titularidad
alguna ni podido ejercer control alguno sobre el mismo. 



El citado dominio de Internet,  www.putasgae.org, cuya Internet Protocol o IP es
66.150.161.133, es de la titularidad de una comunidad de internautas conocidos en
el  medio  como Plataforma de  Coordinación  de  Movilizaciones  contra  la  SGAE,
según es de ver en los documentos números 2 a 4 acompañados al presente y en
el primer párrafo del hecho cuarto plasmado en la demanda.

Si  los  demandantes  quieren  imputar  la  supuesta  titularidad  del  dominio
www.putasgae.org  yerran pretendiéndolo hacer mediante una simple impresión de
una página web como la que obra en el denominado de contrario “Informe Pericial”
(documento Cuatro de la demanda), porque como es público y notorio el verdadero
titular  de  un  dominio  no  es  quien  puede  aparecer  de  forma  episódica  o
circunstancial como titular del mismo en los datos públicos del dominio, sino quien
ostenta su verdadero control que se evidencia y se debe acreditar con el pago de
los  correspondientes  derechos  o  tasas  del  mismo  o  bien  mediante  el
correspondiente  "login"  de  acceso  y  contraseña  que  permiten  el  control  del
dominio.

Es ésa persona o personas que pagan o las que conocen los datos de "login"
sobre el dominio las que tienen la verdadera titularidad del dominio de Internet. La
publicidad o no de los datos  personales de la misma o de las mismas es una
cuestión que atañe a la empresa o entidad que presta el servicio de registro y su
cliente (el titular del dominio, que puede desear aparecer públicamente como titular
o no). Si ese titular decide hacer menciones falsas sobre la titularidad del dominio,
tales menciones no pueden, por sí mismas, atribuir una titularidad que únicamente
confiere, como se ha indicado, el pago de los derechos o tasas por el registro del
dominio.  Podrá  ser  causa  de  resolución  del  contrato  de  registro  de  dominio
acordado entre entidad registradora y persona registradora, pero en ningún caso
los  datos  públicos  de  un  dominio  de  estas  características  atribuyen  titularidad
alguna.

Cuarto.- A) Mi mandante, como entidad prestadora de servicios de la Sociedad de
la  Información,  se  ha  limitado  a  requerimiento  de  los  integrantes  de  la  citada
Plataforma,  a  servir,  como  otros  muchos  servidores  de  Internet,  de  "mirror"  o
simple copia de los contenidos elaborados por la propia Plataforma, que son los
únicos que tienen la posibilidad o facultad de incluir  o quitar datos,  contenidos,
etcétera, en algo que les pertenece de forma exclusiva como son los contenidos de
la citada Plataforma que pueden ser consultados en http://antisgae.internautas.org.
De hecho, el nombre asignado al subdominio, que es la facultad reservada por la
Asociación como administradora de su servidor de Internet que los ha alojado, no
es putasgae, sino antisgae, bien diferente, lo que evidencia la verdadera posición
de la Asociación que en modo alguno comparte la denominación atribuida por la
Plataforma para su identificación en Internet (putasgae.org).

A diferencia incluso de la propia entidad demandante puesto que mantiene como
de su titularidad el dominio  www.putasgae.com, tras el  arbitraje de la OMPI que
ordenó su cancelación (documento número 9 acompañado al presente), al parecer
nunca  impugnado  judicialmente,  en  el  que,  por  cierto,  consta  la  notificación  al
titular o titulares de tal dominio mediante fax y correo electrónico; y según es de
ver,  asimismo,  en los  documentos números 10 y 11 acompañados al  presente,
dominio  que  al  día  de  hoy  sigue  activo  y  es  de  titularidad  de  la  entidad
demandante,  encontrándose  “aparcado”  en  el  servidor  de  la  propia  entidad



registrante, aquí demandante.

Por tanto, mi mandante no ha participado ni ha tenido intervención alguna en la
elección del nombre de dominio cuestionado ni es quien mantiene dominio alguno
con la denominación putasgae.org que es considerada de contrario una intromisión
en el honor de la Sociedad General de Autores y Editores, ni ha elaborado uno
solo de los contenidos de la repetida Plataforma. Su intervención se ha limitado,
como se ha dicho, a habilitar un espacio en su servidor de Internet denominado
http://antisgae.internautas.org para que pudieran ser alojados los contenidos de la
Plataforma.

Hay que hacer mención a que la citada Plataforma surge precisamente cuando se
hace  pública  la  existencia  de  una  célebre  Sentencia  entre  los  internautas,
informáticos, programadores, desarrolladores, empresas de software, estudiantes,
profesores, fotógrafos, etcétera, por la que fue introducido de facto un canon sobre
los soportes digitales vírgenes (documento número 12 acompañado al presente),
posteriormente plasmado en un acuerdo celebrado entre las diversas entidades de
gestión de derechos de autor existentes en España (entre ellas y destacada la
demandante, que posteriormente permitió que se adhiriera la entidad Derechos de
Autor  de  los  Medios  Audiovisuales,  DAMA),  con  la  principal  asociación  de
fabricantes e importadores de soportes digitales vírgenes, ASIMELEC (documento
número 13 acompañado al presente). Canon o remuneración compensatoria por
copia privada que se ha impuesto,  a juicio de la Asociación de Internautas,  de
forma arbitraria, indiscriminada, injusta e ilegal.

Esta es la cuestión que subyace en la demanda planteada de contrario que, lejos
de  considerar  ofensiva  una  denominación  como  putasgae.org,  lo  que  sería
contradictorio  con  su  decisión  corporativa  de  mantener  alojado  en  su  propio
servidor de Internet el dominio putasgae.com y de su propia titularidad (al parecer
no ofensivo), lo que pretende es impedir la consulta de los contenidos críticos para
con la Sociedad General de Autores y Editores que crea, edita y publica la referida
Plataforma de  Coordinación de Movilizaciones contra la SGAE.

Mi mandante, por su parte, sí mantiene también postura encontrada con la SGAE
en la referida materia de la remuneración compensatoria o canon por copia privada
en los  soportes  digitales.  Pero  la  mantiene  por  separado completamente  de  la
Plataforma y de forma activa, y completamente diferenciada.

Mi mandante tiene dos secciones específicas destinadas a ello en su servidor de
Internet; en una tiene los contenidos de la denominada “Campaña anti canon” que
se encuentra en un subdirectorio  del  servidor web de la Asociación que puede
consultarse en la dirección de Internet  http://www.internautas.org/anti-canon que
realiza  la  tarea  automatizada  de  coordinación  de  más  de  170  web-sites  que
comparten la campaña redirigiendo a los  distintos  “mirrors”  o  copias,  y en otra
publica noticias propias y reproduce noticias ajenas especialmente críticas con la
SGAE  y  con  la  referida  medida  de  imposición,  a  juicio  de  la  Asociación  de
Internautas, de la remuneración compensatoria o canon por copia privada en los
soportes digitales vírgenes, que puede ser consultada en esta dirección de Internet
http://www.internautas.org/search.php?query=&topic=12 bajo  el  lema  “Campaña
contra el canon de la SGAE” (documento número 14 acompañado al presente).

Ninguno  de  los  contenidos  propios  de  la  Asociación  de  Internautas,  ni  de  los



ajenos incluidos en las dos citadas secciones, que son de elaboración propia y
autoría plena asumida por mi mandante, ha sido merecedor de censura por parte
de los demandantes dado que no se refieren a ninguno de ellos, sino únicamente a
los de la Plataforma repetida constreñidos a un ámbito específico que se ubica
físicamente en el subdominio http://antisgae.internautas.org. Como mucho, tras las
diversas denuncias cursadas por la Asociación de Internautas ante las Autoridades
de consumo por el  acuerdo citado que se reseña en el  documento número  13
acompañado al presente, y especialmente tras la repercusión que tuvo primero la
advertencia  pública  de  que  los  sistemas  anta-copia  vedaban  el  canon  o
remuneración compensatoria por una copia que impiden y la denuncia pública en
septiembre de 2003 (documentos número 15 y 16 acompañados al presente) por
la  hipocresía que supone imponer  el  canon o remuneración  compensatoria  por
copia  privada  mientras  se  venden  las  obras  con  sistemas  anti-copia  dirigidos
específicamente  a  impedir  la  copia  privada,  han  surgido  voces  autorizadas  y
preclaras de la entidad demandante en los medios de comunicación calificando a
los  internautas  más  activos  en  contra  de  esa  imposición  de  la  remuneración
compensatoria  o  canon  generalizada  en  todo  tipo  de  soporte  digital  como
“pendejos electrónicos” o directamente como “ladrones”, “enemigos de la cultura”,
pretendiendo inclusive criminalizar el  uso de los soportes digitales vírgenes con
una campaña agresiva en todos los medios de comunicación que ha pretendido
asociar el soporte digital virgen destinado a la grabación de datos con una suerte
de delincuencia que califican como “piratería” y otras frases muy similares por el
estilo  que denotan  cierta  enemiga  para  con mi  mandante  y lo  que representa,
materializada de forma artera con la demanda interpuesta.

El cantante Manolo Tena, tras la denuncia formulada por el Vice-Presidente de la
Asociación de Internautas exigiendo la retirada del último disco de Alejandro Sanz
por disponer de un sistema anti-copia (documento 16 acompañado al presente),
hizo  unas  declaraciones  en  las  que  literalmente  señaló  lo  siguiente:  “si  a  los
usuarios de Internet les parece mal que Alejandro Sanz proteja su trabajo, que lo
denuncien y esperen a ver si un juez admite su querella. Si alguien se tiene que
quejar, los usuarios de Internet tendrían que ser los últimos, porque están todo el
día robando millones a los autores (diario digital ABC, 6-9-2003)”, tal y como es de
ver en su reproducción acompañada al presente como documento número 17.

En una  noticia  difundida  en  todos  los  medios  de comunicación  por  la  Agencia
Europa  Press  (Alicante,  13  de  enero  de  2004)  se  hacía  constar  por  boca  del
demandante sr. Bautista García que en España, en el año 2003, se habían vendido
160 millones de discos vírgenes para hacer copias ilegales de obras musicales y
audiovisuales (documento 18 acompañado al presente).

El demandante, don Eduardo Bautista García, Presidente a la sazón del Consejo
Director de la entidad codemandante, sostuvo en una entrevista publicada en el
diario  El  País  (CiberPaís  de13-11-2003,  documento  número  19 acompañado  al
presente),  lo  siguiente  cuando  se  lamentaba  de  que  no cayera en  el  olvido  el
canon o remuneración compensatoria por copia privada en los soportes digitales
vírgenes como ocurriera con el mismo canon de las cintas de casete y cintas de
video:

P: Pero no existía Internet...

R:  Ésa  es  la  única  diferencia.  Antes  no  había  asociaciones  de



internautas,  ni  comunidades  electrónicas,  y  ahora  cualquier  pendejo
electrónico  está  construyendo  la  nueva  democracia  digital.  Y  parece
que, en ese contexto, es todo un nuevo régimen y sólo a favor de unos."

Es más, mi mandante dispone incluso de un pequeño software (Ignorar a la SGAE)
que puede ser descargado a los ordenadores desde su web-site que provoca que
el acrónimo SGAE se vea convertido en $$$$ en los ordenadores que instalan esa
aplicación. Tampoco esta acerada crítica ha merecido reproche alguno por parte
de los demandantes.

Por tanto, resulta evidente que mi mandante sí es autora de multitud de noticias,
iniciativas y campañas dirigidas esencialmente en contra de la entidad demandante
por  causa  o  motivo  del  repetido  canon  o  remuneración  compensatoria  por  los
soportes  digitales  vírgenes,  pero  acontece  que  ninguna  de  ellas  ha  merecido
reproche alguno de los demandantes, con excepción de una nota de prensa de la
entidad  demandante  titulada  “La  SGAE  denuncia  la  sistemática  manipulación
informativa de la AI” fechada el 23 de marzo de 2004, curiosamente referida a una
información de la propia de la SGAE en Internet que ofrecía -y sigue ofreciendo-
unos  precios  (documentos  20  y  21 acompañados  al  presente)  para  la
remuneración compensatoria en los soportes digitales sensiblemente superiores a
los  pactados  con  Asimelec  (documento  22 acompañado  al  presente);  pese  al
“desmentido” de la entidad aquí demandante, por parte de Asimelec se corroboró
que efectivamente las tarifas superiores les eran aplicadas a las empresas que no
forman parte de dicha Asociación empresarial suscriptora del acuerdo reseñado en
el documento número 13 acompañado al presente. 

Pese a toda esa agria  polémica  y evidente  enfrentamiento,  la  demandada con
respecto  a  los  contenidos  considerados  atentatorios  para  con  el  honor  de  los
demandantes  se  ha  limitado  a  habilitar  un  espacio  web  a  disposición  de  esa
comunidad  electrónica  denominada  Plataforma  de  Coordinación  para  las
Movilizaciones  contra  la  SGAE.  Mi  mandante  carece  de  cualquier  autoría  e
intervención, al haberse limitado a habilitar un espacio en el que han podido ser
colocados los ficheros y datos,  pero sin realizar sobre los mismos actuación  e
intervención alguna, ni tener, por tanto, responsabilidad alguna, al haberse limitado
a  dar  alojamiento  a  los  mismos  en  su  servidor  web  habilitando  el  subdominio
denominado  http://antisgae.internautas.org,  siendo,  por  tanto,  la  actividad  de  la
Asociación  de  Internautas  respecto  de  los  contenidos  cuestionados  de  simple
intermediario  que  no  añade  responsabilidad  alguna,  tal  y  como  ha  venido
declarando el Tribunal Constitucional en reiteradas ocasiones.

La  actividad  de  la  Asociación  de  Internautas,  por  tanto,  en  relación  con  los
contenidos  cuestionados  de  contrario,  ha  mantenido  una  actitud  neutral,
limitándose a dar los medios que permiten el alojamiento de los ficheros y datos
que  sus  autores  o  responsables  han  considerado  pertinente  colocar,  pero  sin
añadir comentarios en pro o en contra en su actividad de intermediación respecto
de esos contenidos.

Es responsabilidad de sus autores, pero no de quien ha prestado alojamiento a los
mismos, cualquier hipotética intromisión ilegítima en el honor ajeno.

De  hecho,  mi  mandante  en  cuanto  pudo  estudiar  detenidamente  la  demanda
formulada  de  contrario,  obrando  conforme  a  la  legislación  vigente  establece,



requirió  a  la  Plataforma  mediante  comunicación  por  telefax  del  día  7  pasado
(documento número 23 acompañado al presente) para que realizara las siguientes
actuaciones:

1.- Al constatarse mediante la consulta pública del dominio www.putasgae.org que
aparecía  mi  mandante  como  entidad  registrante,  se  les  conminó  para  que  no
faltaran  a  la  verdad  y  que  procedieran  de  inmediato  a  la  modificación  de  tal
información pública.

2.- Asimismo, se les conminó para que mientras se sustanciara el procedimiento
de referencia  dejaran fuera de servicio  los artículos y noticias  considerados  de
contrario como atentatorios para con su honor.

3.- Como parte interesada, se les hizo conocedores de la existencia de la demanda
formulada de contrario y del derecho-deber que les competía de comparecer en los
presentes autos.

La primera medida solicitada, fue atendida el pasado día 10, tal y como es de ver
en cualquier consulta pública de los datos del dominio cuestionado de contrario. La
segunda medida solicitada también ha sido atendida, tal y como es de ver en los
documentos números 24 a 29 acompañados al presente, y respecto de la tercera
desconocemos  si  han  comparecido  en  los  autos  de  referencia  o  si  van  a
comparecer al no haber recibido comunicación alguna, permaneciendo a la espera
de que exista una decisión judicial al respecto de la ilicitud o no de tales contenidos
ajenos.

Por tanto, mi mandante ha desplegado toda la diligencia exigible para no generar
ningún  perjuicio,  daño  y/o  lesión  a  los  demandantes  por  causa  de  contenidos
ajenos alojados en su servidor de Internet.

B) Por cautela y aunque mi mandante no ha tenido intervención alguna, ni directa
ni  indirecta  en  la  elaboración  de  contenido  alguno  de  la  Plataforma  de
Coordinación  de Movilizaciones contra  la  SGAE,  debemos entrar  a  analizar las
consideraciones realizadas en el correlativo cuarto planteado de contrario, para lo
cual hay que hacer una consideración previa: todos los artículos y notas a que se
refiere  la  demanda  son  publicaciones  del  año  2002,  al  parecer,  aunque  este
extremo no consta acreditado. Si fueran verdad tales fechas de publicación,  en
dicho año, tales artículos, notas y opiniones podían ser visualizados en el dominio
www.putasgae.com y  respecto  de  los  mismos,  lo  único  que  hizo  la  entidad
demandante fue plantear, en octubre de 2002, un procedimiento arbitral  ante la
Organización  Mundial  de  Propiedad  Intelectual  (OMPI-WIPO)  para  obtener  la
cancelación de dicho dominio en fecha de 18 de diciembre de 2002 (documento
número 9 acompañado al presente), cancelación que no ha sido llevada a cabo,
manteniendo la entidad demandante dicho dominio bajo su control y alojado en su
propio  servidor  de  Internet  (documentos  números  10  y  11  acompañados  al
presente).  Consecuencia de todo ello es que la entidad demandante conocía al
menos desde octubre de 2002 la existencia de tales contenidos y no puede ahora
pretender  como  se  hace  en  la  demanda  que  debe  ser  indemnizada  en  las
cantidades  pretendidas  por  el  tiempo  transcurrido,  evidentemente  dejado
transcurrir por la propia entidad demandante que no los debió considerar ni muy
graves, ni muy sucesivos, ni muy constantes, ni muy difundidos hasta la fecha de
interposición de la demanda el pasado día 31 de marzo de 2004.



En lo referente al dominio  www.putasgae.org, respecto del que los demandantes
consideran que la utilización del adjetivo “puta” delante de las siglas de la entidad
demandante para designar una “página de internet” es objetivamente injuriosa y
constituye  un inequívoco insulto  a dicha persona jurídica,  únicamente  podemos
constatar que lejos del ánimo de mi mandante calificar a la demandante con tal
adjetivo. Mi mandante, siendo de obra propia, ha preferido optar por sustituir las
siglas de la entidad demandante por los símbolos $$$$, como se ha señalado más
arriba,  cada  vez que  publica  noticias  propias  o  ajenas  (documento  número  30
acompañado al presente).

La consideración de injuriosa y de insulto por el calificativo es formulada por la
representación  procesal  de  la  parte  actora  y pugna  directamente  con  el  hecho
indubitado,  silenciado  de  contrario,  de  que  la  entidad  demandante  es  titular,
mantiene activo y tiene alojado en su propio servidor de Internet un dominio con
idéntico  calificativo,  www.putasgae.com,  documentos  10  y  11  acompañados  al
presente. Resulta contrario a sus propios actos considerar que lo ofensivo es el
adjetivo “puta” cuando mantiene como propio y alojado en su servidor un dominio
con el mismo adjetivo,  www.putasgae.com, con la única diferencia de que el no
considerado  ofensivo  es  .com y  el  considerado  ofensivo  es  .org;
consecuentemente, lo planteado de contrario, en realidad, es un ardid para intentar
hacer suyo el dominio cuestionado, como acredita el hecho de que sea suyo otro
dominio  con  idéntica  denominación,  careciendo  de  fundamento  la  pretendida
consideración ofensiva de un calificativo que la entidad demandante hace suyo al
tener un dominio con el mismo calificativo que, por ello, pierde toda consideración
ofensiva  para  la  entidad  demandante;  ello  unido  al  hecho  de  que  no  exista
constancia de acuerdo de órgano alguno de la entidad demandante, no hace sino
corroborar esa falta de consideración de ofensiva del calificativo en cuestión.

En cuanto a los contenidos aducidos en la demanda, tampoco un somero análisis
de  los  mismos  permite  deducir  las  consideraciones  afrentosas  planteadas  de
contrario.

El primero que se cita de adverso es uno que aparecía en los contenidos de la
Plataforma  de  Coordinación  de  Movilizaciones  contra  la  SGAE,  apartado
Hemeroteca, sub-apartado Prensa, con el título “¡Atraco a mano armada!” Artículo
publicado  hace  unos  años  en  plena  vigencia”.  Dicho  artículo  es  una  mera
reproducción del que publicara Ramón Díaz en dicho diario en fecha de 25 de abril
de  1998.  La  única  consideración  al  respecto  introducida  por  la  Plataforma  de
Coordinación  de Movilizaciones contra la SGAE ha sido la de  considerar  dicho
artículo de 1998 de actualidad, sin que tal  consideración pueda ser incardinada
como una intromisión ilegítima en el derecho al honor de los demandantes, que
deberían haberse dirigido contra el autor del mismo y el medio de comunicación
que le dio publicación.

En  cuanto  al  segundo  artículo  aducido  de  contrario,  la  única  imputación  que
pudiera ser considerada afrentosa viene referida a unas denominadas prácticas
mafiosas de la entidad demandante. Pues bien, según el Diccionario de la Real
Academia de la Lengua Española, la palabra “mafiosa”, entre otros significados, se
refiere a “Grupo organizado que trata  de defender  sus intereses”;  de hecho,  el
Diccionario de la Real Academia incluso cita de forma ilustrativa un ejemplo: La
mafia  del  teatro  (sic).  Y  no  por  ello  esta  parte  llega   a  suponer  que  la  Real



Academia de la Lengua esté  formulando un ejemplo de intromisión ilegítima en el
honor  del  mundo  teatral  español.  Consecuentemente,  las  prácticas  mafiosas
referidas a la SGAE no pueden significar sino que dicha entidad tiene adquirida
una  destreza  elevada  como grupo  organizado  en  la  defensa  de  sus  intereses.
Nada que, por tanto, afecte al derecho al honor ni al prestigio profesional. Aunque
es  cierto  que,  en  ocasiones,  esa  elevada  y  dilatada  práctica  de  su  posición
dominante en el mercado de la gestión de los derechos de autor le ha conllevado
el ser sancionada como autora de prácticas restrictivas de la competencia; así, el
Tribunal de Defensa de la Competencia,  Expte. 511/01, Vale Music/SGAE, dictó
una  resolución  del  siguiente  tenor  literal  por  la  que  le  impuso  una  sanción  de
120.000 Euros:

“Declarar que en el presente expediente se ha acreditado la realización de
una conducta prohibida por el artículo 6 de la Ley 16/1989, de Defensa de la
Competencia,  por  imponer  el  cobro  a  los  productores  fonográficos  no
integrados en AFYVE de cantidades notablemente más elevadas que a los
pertenecientes a dicha Asociación, en la utilización del mismo repertorio para
la producción de fonogramas destinados a la venta al público y uso privado, lo
que  deja  a  unos  competidores  en  situación  desventajosa  respecto  de  los
otros, sin justificar debidamente los motivos económicos para realizar dicha
discriminación. 

Se  considera  autora  de  dicha  conducta,  como  abuso  de  la  posición
dominante que ocupa en el mercado de la gestión de los derechos de autor, a
la Sociedad General de Autores y Editores (SGAE).” 

Copia  de  dicha  resolución  del  Tribunal  de  Defensa  de  la  Competencia  se
acompaña al presente como documento número 31.

En lo referente al tercer artículo citado de contrario, llama la atención que en dicho
artículo se hace mención expresa de que la Plataforma en cuestión no apoya la
denominada piratería, defiende la intervención de otras entidades de gestión de los
derechos de autor en la recaudación de los mismos y que formula opiniones que
podrán ser o no compartidas, pero que en modo alguno pueden ser consideradas
injuriosas, afrentosas o atentatorias contra el honor de nadie.

Lo  mismo  podemos  predicar  respecto  del  cuarto  de  los  artículos  citados  de
contrario como supuestamente atentatorios para con el honor de los demandantes;
cierto que es de un tono seco, áspero, pero lo que está recomendando su autor es
que se adquiera música que, al parecer, se vende en un determinado web-site de
Internet  denominado  www.musicaindependiente.org;  por  tanto,  más  bien  parece
una  acerada  respuesta  de  un  persona  que  se  dirige  a  una  lista,  de  correo
presuntamente,  evidentemente  enfadada  porque considera  que  para  la  entidad
demandante todos los integrantes de tal lista son unos ladrones, unos indeseables,
unos perversos, unos incultos, unos delincuentes. Lógicamente, la respuesta fue
fruto de la agresión padecida por el autor.

En lo referente al resto de artículos de opinión citados de contrario, en realidad se
trata  de  reproducciones  de  opiniones  habidas  en  un  determinado  foro  de  la
“comunidad  electrónica”  de  la  Plataforma  alojado  en  un  dominio  ajeno  no
únicamente a mi mandante sino incluso al dominio cuestionado de contrario; dicho
foro  se  encuentra  alojado  en  un  web-site  denominado  www.cibertad.org



(documento  número  32 acompañado al  presente)  tal  y como es  de  ver  con  el
simple examen de su dirección en Internet: http://vilecha.cibertad.org  a la que nos
conduce el enlace “Foro Anti SGAE” desde el dominio www.putasgae.org . Siendo
meras reproducciones de opiniones vertidas en un determinado Foro, producto de
los debates y discusiones allí habidos entre detractores de la entidad demandante
y otras personas partidarias de la misma, con identificaciones de las personas que
debaten y lejos de parecer que su reproducción haya sido realizada con ánimo de
menoscabar el honor de los demandantes, parece bien claro que la única finalidad
ha sido la de incitar a participar en tales foros de debate, en los que los partidarios
de la entidad demandante no han estado precisamente mancos. De contrario, se
ha  pretendido  hacernos  creer  que  tales  foros  son  un  invento  para  publicar
opiniones hirientes; sin embargo, como se ha señalado tales foros existen, pueden
ser visitados y disponen de personas que los moderan, tal y como es de ver en el
documento  número  33 acompañado  al  presente.  Siendo  como  son  simples
reproducciones del referido foro, ninguna responsabilidad pueden comportar para
quien reproduce opiniones ajenas sin añadir comentarios adicionales encaminados
a dañar derechos de terceros. 

Quinto.- No son únicamente las opiniones del autor o autores de tales artículos y/o
comentarios vertidos en esos foros los que podríamos considerar críticos para con
la  entidad  demandante.  En  el  seno  de  la  entidad  demandante  han  existido
gravísimas discrepancias acerca de su funcionamiento y acerca de su gestión que
han venido siendo objeto de continuos procedimientos judiciales.

Como botón de muestra, sirvan estas palabras pronunciadas por un socio de la
entidad demandante: 

"Cuarto.- Consta acreditado en el procedimiento que el actor es socio de la
SGAE y que en acta de la Asamblea General celebrada el 21-6-95 consta que
al serle concedida la palabra como  asunto previo dijo "Los corruptos siguen
en la SGAE a pesar de conocer esa Junta Directiva los actos delictivos y
antisociales  cometidos  por  cinco  de  sus  miembros,  a  los  que aún  siguen
prestando su apoyo. Dichos miembros son: Bartolomé ..... , DIRECCION de la
SGAE, D. Roberto ....., D. Enrique ......, D. Alfredo ........ y D. Carlos Jesús .... .
Estos señores, para poder ocupar los cargos que hoy ostentan para acceder
a ellos, recurrieron a la peor  de las corrupciones, al poner una moción de
censura  ilegal,  utilizando  para  ello  métodos  totalitarios,  enarbolando  la
bandera de la calumnia, la infamia, la injuria, la mentira llegando a la coacción
y las falsas acusaciones. Utilizando estos métodos pusieron una moción de
censura  a  sabiendas  que  era  ilegal  con  objeto  de  defenestrar  a  los
consejeros,  "como  no"  de  la  sección  Musical  elegidos  democráticamente.
Utilizando estos métodos sancionaron a 175 Autoeditores privándoles de sus
derechos  sociales  que  representaban,  unos  tres  mil  votos  prohibiéndoles
votar en las Juntas de la SGAE, utilizando estos métodos retuvieron parte de
las  liquidaciones  a  este  colectivo  (183  millones  de  pesetas)  y  cerraron  el
archivo  para  que no pudieran seguir  trabajando.  Utilizando estos  métodos
denunciaron a más de cuarenta Autoeditores no sin antes coaccionar al Sr.
Jose Augusto obligándoles a firmar unas declaraciones falsas, al menos así lo
declararon en el juicio de estos hechos hay cuatro sentencias condenatorias
dos de ellas dictadas por el Tribunal Supremo, sin que hasta la fecha se haya
dado cumplimento en sus justos términos a ninguna de ellas. Con esta actitud
de la Junta Directiva de negarse a dar cumplimiento a dichas sentencias y no



querer  aplicarles  el  art.  29  de  los  Estatutos  por  los  actos  antisociales  y
delictivos  cometidos.  Están  cometiendo  una  injusticia  mayor  que  la  que
cometieron  ellos,  pues  mientras  ellos  abrigaban  la  esperanza  que  con  el
montaje  que habían formado,  podrían manipular  a los poderes  públicos si
bien lo consiguieron con el Ministerio de Cultura, no ocurriendo lo mismo con
la Justicia; a esta no la pudieron engañar, de ahí las sentencias a las que me
refiero. Ahora esa Junta Directiva con su "rectitud" bochornosa ya que no han
podido  engañar  a  la Justicia  intentan burlarla;  y con ello  conculcan varios
artículos de la Constitución y de los Estatutos de la Sociedad. Voy a relatar a
grandes  rasgos  la  arbitrariedad  con  la  que  fui  sancionado..."  y  por  estas
declaraciones en Junta directiva de fecha 27-6-95 se acordó la incoación de
expediente sancionador, formulándose pliego de cargos en fecha 16.5.99 por
considerar  que los hechos constituían infracción de lo dispuesto en el  art.
18.1h) de los Estatutos, posteriormente propuesta de acuerdo y el 20-3-97 la
Junta Directiva acuerda imponerle una sanción consistente en la supresión de
sus derechos de asistencia a Asambleas Generales y sufragio activo y pasivo,
en la designación de miembros de la Junta Directiva, por un periodo de cinco
años, que es el Acuerdo que aquí se impugna.” 

Impugnación  que  prosperó  y  que  fue  anulada  por  Sentencia  del  Juzgado  de
Primera  Instancia  número  17  de  Madrid,  en  fecha  3  de  mayo de  2001,  luego
confirmada por  la  Sentencia  Audiencia  Provincial   Madrid  (Sección  13ª),  de  26
febrero 2003 (Recurso 506/2001), debemos añadir. Copia de dicha Sentencia es
acompañada al presente como documento número 34.

La moción de censura a la que se refería este socio expedientado es una moción
de  censura  que se produjo  en  fecha  de  31  de  mayo de  1977  que provocó la
destitución de los Consejeros objeto de la misma y posterior elección de otros que
han  venido  ostentando,  mutatis  mutandi,  hasta  nuestros  días  el  control  de  la
entidad demandante, elección tras elección en el peculiar sistema electoral de la
entidad  demandante.  Dicha  moción  de  censura  fue  anulada  por  el  Tribunal
Supremo (Sala de lo Civil) en Sentencia de 16 de marzo de 2000, dictada en autos
de recurso de casación 36/1998. Copia de dicha Sentencia, de cuya ejecución y
cumplimiento nadie se ha ocupado al parecer, es acompañada al presente como
documento número 35.

Otro  ejemplo,  existe  una  entidad  también  de  gestión  de  derechos  de  autor
denominada DAMA (Derechos de Autor de Medios Audiovisuales), que ha venido
acusando a la entidad demandante de haberse apropiado de los derechos de autor
de los socios de DAMA. Este contencioso data desde su constitución en 1999 y
parece  haber  finalizado  muy  recientemente  tras  “sugerencia”  del  Tribunal  de
Defensa  de  la  Competencia  que  instruía  un  expediente  por  prácticas  de
competencia  desleal  contra  la  Sociedad  General  de  Autores  y  Editores  por
denuncia de DAMA. Pues bien, en dicha confrontación entre una y otra entidad, los
representantes  y  gestores  de  DAMA  han  dicho  cosas  como  las  siguientes
acusando  formalmente  a  la  entidad  demandante  de  prácticamente  impedirles
funcionar y ejercer sus derechos como entidad de gestión:

Don Montxo Armendáriz (Presidente de DAMA):

“Buenos días a todos. Yo simplemente quería saludarles, como presidente de
la  entidad,  y  decirles  que  es  un  honor  para  nosotros  poder  estar  aquí  y



exponerles el funcionamiento de nuestra entidad, los fines que tenemos,  la
problemática,  muy  seria,  que tenemos  desde  nuestra  constitución,  que
prácticamente  nos  impide  prácticamente  funcionar  y  ejercer  nuestros
derechos como entidad de gestión, así como recaudar los fondos de nuestros
socios.  Por  eso  les  agradezco  que  nos  permitan  exponer  todo  esto,
poniéndonos  a  su  disposición.  Nuestro  director  técnico  va  a  hacer  la
exposición  que  se  relaciona  con  la  problemática  de  nuestra  entidad,  y
estamos encantados de comparecer.”

“(…)  Desde nuestra  fundación,  la  SGAE nos  ha  impedido  ejercer  nuestro
derecho como entidad de gestión y no solamente eso, sino que ha cobrado
nuestro dinero, lo tiene, lo retiene y no hay forma de que los socios y los
miembros  de  DAMA  cobremos  aquello  que  nos  pertenece  o  podamos
gestionar los derechos de autor de aquellos autores que de una forma libre y
voluntaria en vez de pertenecer a la SGAE quieren pertenecer a DAMA.”

Don José Luis Domínguez Jiménez, Director Técnico de DAMA :

“Partiendo de la base de los derechos que gestionamos, les voy a contar la
problemática  actual  de  DAMA  desde  su  fundación  en  abril  de  1999.
Indiscutiblemente, se puede decir que la alternativa a la Sociedad General de
Autores hoy por hoy, en lo que se refiere a obras audiovisuales, es DAMA,
Derechos de Autor de Medios Audiovisuales, sobre todo debido a que, desde
que obtuvimos la autorización, se produjo una escisión dentro de la Sociedad
General de Autores. Todos los autores estaban acogidos a esta entidad de
gestión,  pero no estaban de acuerdo con su gestión,  y por  eso se montó
DAMA,  para  crear  esa  competencia  que  la  Ley  de  Propiedad  Intelectual
contempla:  la  multiplicidad  de  entidades  de  gestión.  Por  ello,  desde  la
aparición  de  DAMA nuestra  actividad  fundamental  se  ha centrado en una
lucha y en una oposición continua con Sociedad General de Autores”

“(…) Por ejemplo,  si se organiza un curso y los organizadores convocan a
algún autor DAMA para que comparezca,  la Sociedad General  de Autores
amenaza veladamente con que va a retirar su subvención, con lo cual el autor
DAMA, al final, no participa en ese curso, no participa en ese festival o no
participa en la historia que sea. Pertenecer a DAMA supone, hoy por hoy, que
se te cierren muchísimas puertas en el panorama cultural de este país.
La presencia de DAMA está vetada en las diversas mesas sectoriales que se
montan en este país, por ejemplo sobre la piratería, sobre acuerdos con los
productores,  es decir,  sobre cualquier tipo de mesa institucional.  Si  el  que
organiza la mesa convoca a DAMA, se producen protestas por parte de la
Sociedad General  de Autores y, al  final,  DAMA no participa en esa mesa.
Tenemos  255  autores  que  son  los  kamikazes --digámoslo  así--,  que  no
cobran  ningún  derecho  de  autor  desde  el  año  1999,  y  que  siguen
enarbolando una bandera, pero ellos dicen que tienen 60.000 autores, que
nosotros no representamos nada y que ellos representan todo el mercado de
los derechos de autor en este país. Por tanto, tampoco tenemos la opción de
demostrar que podemos hacer las cosas mejor que esa entidad.
En lo relativo a la copia privada, tenemos planteados 96 pleitos. Ahora mismo
hay en los tribunales del orden de nueve millones de euros depositados por
los fabricantes de vídeos y de copias de cintas de vídeo, lo que es el derecho
de  copia  privada,  que  están  depositados  ahí  y  ningún  autor  se  puede



beneficiar de ese depósito, y los gastos judiciales los estamos pagando las
entidades de gestión  por la oposición de la Sociedad General de Autores a
que ese dinero se reparta.”

“(…) En definitiva, hay  una gran mayoría de eso 255 autores que tenemos,
que nunca han pertenecido a la Sociedad General  de Autores, por eso se
llaman autores vírgenes, que desde que se dieron de alta como profesionales
en el  mundo del  audiovisual  están  dados de alta  en  DAMA y nunca  han
pertenecido a la SGAE.  De estos autores, que han proyectado películas de
cine, SGAE ha cobrado la totalidad de los derechos que pagan los cines, ese
2 por ciento, en una cuantía de 600.000 euros, y a los videoclubes, 54.000
euros, que retiene y que no nos devuelve a DAMA para que se lo podamos
entregar a nuestros autores. En el apartado de televisiones, tienen firmados
un  montón  de  convenios  comerciales  cerrados  en  los  que  inclusive  la
Sociedad General de Autores proclama que, si alguna vez son condenadas
estas televisiones por algunas de las sentencias sobre los pleitos que tiene
presentados DAMA contra las televisiones, la Sociedad General de Autores
pagará a los que sean condenados por los tribunales. Pero eso nos obliga a
estar  esperando  unas  resoluciones  judiciales  durante  cinco  y  seis  años,
porque dichas resoluciones llegan hasta el Tribunal Supremo.
Esa es nuestra principal actividad diaria: nuestra lucha contra SGAE.”

“(…) El pleito estrella es el  presentado ante  el  Tribunal  de Defensa de la
Competencia,  que  se  planteó  el  29  de  junio  de  2002,  y  que  ya  ha  sido
instruido.  Lo único que falta es la comunicación del  pliego de cargos a la
Sociedad General de Autores. Nuestra denuncia va por la posición de abuso
de dominio contra la Sociedad General de Autores, la práctica monopolística,
acuerdos ilegales con los usuarios y práctica restrictiva a la libre movilidad de
los autores. Esperemos que el Tribunal de Defensa de la Competencia nos
dé luz en el camino, algo que estamos esperando desde el año 1999.”

“(…) La respuesta de las televisiones es que les parece muy bien nuestra
proposición porque se trata de pagar por lo que se usa y no pagar de una
manera indeterminada como están pagando hasta ahora. Pero ellos tienen
firmados  unos  convenios  a  largo  plazo,  hasta  el  2009  y  el  2015,  con  la
Sociedad General de Autores. Esta les cobra un porcentaje sobre todos los
ingresos que tienen y les da autorización para que puedan emitir de manera
universal  cualquier  tipo  de  obra.  Además,  si  cualquier  autor  o  cualquier
entidad de gestión plantea  algún tipo de pleito  a  la televisión sobre algún
derecho de autor, la SGAE, cuando sea condenada esa televisión, paga por
lo que ha sido condenada.”

Estas  gravísimas  acusaciones  han  podido  leerse  por  todos  los  ciudadanos
interesados. Y han podido leerse porque han aparecido publicadas en el Diario de
Sesiones del Senado, concretamente en el número 442, correspondiente al año
2003, VII Legislatura, y corresponden a la primera sesión de la Comisión Especial
de Artes Escénicas e Industrias Culturales creada en el Senado español, que tuvo
lugar en su sede el día 1 de abril de 2003 (documento número 36 acompañado al
presente).  Amén  de  que  han  ido  apareciendo  en  los  distintos  medios  de
comunicación de forma periódica.

Asimismo, existe un denominado “Manifiesto conjunto del Movimiento Sin Canon”



(documento  número  37 acompañado  al  presente),  suscrito  por  diversas
asociaciones, entre ellas por mi mandante, e incluso por un sindicato y que puede
ser  consultado  desde  febrero  de  2002  en  esta  dirección  de  Internet
http://sincanon.hispalinux.es; dicho manifiesto indica en su apartado 9 lo siguiente:

“9. La SGAE está en su derecho de reclamar los derechos de sus afiliados.
Sin embargo, se ha excedido en su afán recaudatorio al pretender cobrar por
actividades productivas diferentes de la creación artística.  Se convierten así
en  auténticos  corsarios,  asaltando  las  propiedades  de  empresas  y
particulares  no  relacionados con ella  y vulnerando los derechos  de  los/as
autores/as de software libre entre otros/as.”

Por tanto, ¿qué trascendencia tiene para el prestigio, buena fama y buen nombre
-aducidos de contrario- de la entidad demandante que una simple Plataforma de
Coordinación de Movilizaciones contra  la SGAE publique opiniones vertidas por
ellos mismos o por terceros en unos foros de Internet que prácticamente nadie lee?
¿No  debería  preocuparse  por  las  graves  acusaciones  formuladas  por  socios,
antiguos socios y las publicadas en un Diario Oficial?

Al parecer, no; les resulta denigrante para el honor de la entidad demandante que
unos cuantos mensajes vertidos en un foro perdido de Internet puedan ser leídos.

Tampoco ha merecido el reseñado manifiesto reproche alguno por parte de los
demandantes, que únicamente han visto atentados contra su honor en las noticias
y comentarios de la Plataforma de Coordinación de Movilizaciones contra la SGAE,
como si disfrutaran de una imagen prístina de instituciones y de personas preclaras
sin mácula alguna. Como hemos visto, nada más lejos de la realidad, en opinión de
terceras personas y entidades también vinculadas con el mundo de la gestión de
los derechos de autor.

Consecuentemente con todo lo anterior, resulta evidente que mi mandante no ha
realizado  actividad  ni  vertido  opinión  alguna  que  pueda  considerarse  una
intromisión ilegítima en el derecho al honor de los demandantes, ni ha sido tal su
intención en ninguna de sus campañas, notas de prensa y artículos de opinión de
obra propia, como corrobora el hecho de que los demandantes no hayan predicado
dicha imputación de ninguna de las muchas realizadas por obra directa y autoría
cierta de mi mandante que nunca se ha visto en la necesidad de ocultarse bajo el
paraguas de ninguna “comunidad electrónica” como se pretende en la demanda y
desmiente  cabalmente  el  Informe pericial  que acompañamos al  presente  como
documento número 38.

Además de todo lo anterior, la comunidad electrónica de referencia o Plataforma
de coordinación de movilizaciones contra la SGAE dispone de un aviso cuando se
accede a su página de Internet  de visualización y aceptación insoslayable para
acceder a sus contenidos que literalmente indica lo siguiente:

“¡ATENCIÓN!  Usted NO se encuentra en la Web de la Sociedad General de
Autores  y  Editores  (www.sgae.es)  Se  encuentra  en  la  Plataforma  de
coordinación  de  movilizaciones  contra  la  SGAE.  Web  crítica  a  sus
actividades. Accediendo a esta página entiende y acepta esta advertencia y
las limitaciones de acceso indicadas en la nota legal. www.putasgae.org”



Impresión de dicho mensaje de advertencia inicial se acompaña al presente como
documento número 39.

La  nota  legal  (documento  número  40 acompañado  al  presente),  por  su  parte,
indica lo siguiente en relación con los contenidos que la Plataforma hace públicos:

“El contenido de esta plataforma de expresión no se encuentra limitado ni
supervisado.  Así  bien,  no  están  permitidas  ofensas  a  la  dignidad  de  la
persona. Si considera que se están vulnerando derechos fundamentales de la
persona  o  faltando  a  la  verdad,  le  rogamos  se  pongan  en  contacto  con
putasgae@paistortuga.com y lo ponga en conocimiento de un editor.  Estos
contenidos serán retirados de forma inmediata.

La sección de humor es una sección que pretende acometer nuestra crítica
desde  un  punto  de  vista  distendido  y  se  encuentra  enfocada  desde  la
perspectiva del  animus iocandi. En ningún momento se pretende incurrir en
injurias.”

Advertencias muy lógicas y ajustadas a Derecho, por cuanto que, como se indica,
su contenido, es ejercicio no limitado ni supervisado de la libertad de expresión de
sus integrantes, posibilitando a cualquier hipotético perjudicado realizar la oportuna
queja para retirar los contenidos afectantes de forma inmediata.

Sexto.- Ni el prestigio ni el quehacer profesional de los demandantes se ha visto
afectados en modo alguno. La Sociedad demandante, con el codemandante como
Presidente  de  su  Consejo  de  Dirección,  ingresó  en  el  ejercicio  económico
correspondiente al año 2002 la cantidad de 255,44 millones de euros. En el año
2003, con el mismo Presidente del Consejo de Dirección, aumentó sus ingresos en
5,2  puntos  con  respecto  a  los  del  ejercicio  anterior,  hasta  llegar   a  los  268,7
millones de euros en el ejercicio correspondiente al año 2003, tal y como es de ver
en las memorias económicas publicadas por la entidad demandante acompañadas
al presente como documentos números 41 y 42.

De  lo  que  resulta  evidente  que  ninguna  trascendencia  han  podido  tener  las
manifestaciones  y  opiniones  de  la  Plataforma  en  el  buen  hacer  y  prestigio
profesionales de los demandantes que no se han visto alterados ni un ápice; antes
al  contrario,  sus  excelentes  resultados  económicos  incrementados  de  forma
notable ejercicio tras ejercicio hablan por sí mismos de todo lo contrario, de lo que
resulta, además, que ningún derecho de los mismos, ni siquiera de orden moral, se
ha  visto  afectado  por  causa  o  con  motivo  de  las  manifestaciones  y  opiniones
vertidas por la Plataforma de Coordinación de Movilizaciones contra la SGAE.

En ese contexto, resulta evidente que los excesos verbales formulados tanto por
los  demandantes  como  por  las  opiniones  publicadas  por  la  Plataforma,  son
asumidos por la sociedad española desde un prisma de enfrentamiento normal, sin
concederles ninguna trascendencia negativa para el honor y mucho menos para el
prestigio profesional que, como se ha indicado, ha permanecido inalterado y antes
al contrario ha subido varios grados a la vista de los resultados económicos de la
entidad demandante bajo la dirección del codemandante.

Y un dato más. Como quiera que el origen de la Plataforma de Coordinación de
Movilizaciones  contra  la  SGAE es  debido  a  haberse  dictado  una  sentencia  de
instancia que declaró los soportes digitales vírgenes como medios idóneos para el



pago del canon o remuneración compensatoria por copia privada (Sentencia que
data de 2 de  enero  de  2002,  documento  12 acompañado al  presente),  ningún
atentado  han  podido  entrañar  contra  el  honor  y  prestigio  profesionales  de  los
demandantes las opiniones y manifestaciones de la citada Plataforma por cuanto
que lejos de sentirse afectados los demandantes o ver menoscabado su prestigio
profesional ante terceros, en septiembre de 2003  acordaron con los fabricantes e
importadores de los soportes digitales vírgenes la generalización de tal canon o
remuneración  compensatoria  por  la  copia  privada  a  los  soportes  digitales
(documento número 13 acompañado al presente), que tantas críticas ha recibido
por  parte  de  la  Asociación  de Internautas  con contenidos  de su propia  autoría
como  se  ha  señalado  en  la  precedente  fundamentación  fáctica  y  que  no  ha
merecido censura alguna por parte de los demandantes, crítica incluso respaldada
por la Institución del Defensor del Pueblo:

“Es perfectamente comprensible el desacuerdo de quienes utilizan este tipo
de material sin darle en ningún caso usos ilegales o fraudulentos en los que
no se  respete  el  derecho  de propiedad  intelectual  que corresponde  a  los
autores de cualquier  obra.  Ciertamente,  el  tener que abonar un canon por
derechos  de  autor  previsto  para  la  cobertura  de  este  supuesto  cuando
realmente  este  supuesto  no  se  produce,  hace  legítima  la  reclamación  y
comprensible el desacuerdo.”

Resulta,  por  tanto,  completamente  improcedente  la  indemnización  solicitada de
contrario que, además, incurre para su cuantificación también en el error de dar por
buenas unas pretendidas estadísticas, sin acreditar la corrección de las mismas al
estar basadas en un sistema de muy sencilla alteración y en una circunstancia, el
pretendido  tiempo  transcurrido,  cuyo  transcurso  únicamente  ha  podido  venir
determinado por la propia inactividad de los demandantes que, pese a conocer los
contenidos que ahora tildan de ilícitas intromisiones en su honor, la han demorado
hasta  la  presentación  de  la  demanda,  posiblemente  para  sostener  la
“perpetuación” aducida infundadamente.

A los anteriores hechos resultan de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Ciertos los alegados de contrario como jurídico-procesales, pero inaplicables al
caso  presente.  Los  demandantes  carecen  de  acción  para  dirigirse  contra  mi
mandante como han hecho.

Mi mandante no es titular del dominio www.putasgae.org ni ha tenido participación
alguna en la elaboración de una sola de las opiniones y comentarios que pueden
ser consultados en la dirección http://antisgae.internautas.org.

Mi mandante ha limitado su intervención a establecer los medios en Internet para
que los contenidos (ficheros, datos, imágenes…) de la Plataforma de Coordinación
de Movilizaciones contra la SGAE pudieran ser ubicados en la referida dirección o
subdominio; es decir, ha prestado un servicio de alojamiento de contenidos ajenos.
Por tanto,  su intervención ha sido la de mero intermediario entre el destinatario
final de las noticias y publicaciones de la citada Plataforma y los integrantes de
ésta, destinatarios del servicio prestado por la Asociación demandada.



Dicha figura del prestador de servicios de intermediación aparece recogida en la
Ley  de  servicios  de  la  sociedad  de  la  información  y  de  comercio  electrónico,
concretamente  en  su  Anexo  (Definiciones),  el  cual  claramente  establece  lo
siguiente:
“b)  "Servicio de intermediación": servicio de la sociedad de la información por el
que se facilita la prestación o utilización de otros servicios de la sociedad de la
información o el acceso a la información.

Son servicios de intermediación la provisión de servicios de acceso a Internet, la
transmisión  de  datos  por  redes  de  telecomunicaciones,  la  realización  de  copia
temporal de las páginas de Internet solicitadas por los usuarios,  el alojamiento en
los propios servidores de datos, aplicaciones o servicios suministrados por otros y
la provisión de instrumentos de búsqueda, acceso y recopilación de datos o de
enlaces a otros sitios de Internet“.

"c) Prestador de servicios" o "prestador": persona física o jurídica que proporciona
un servicio de la sociedad de la información“.

Por su parte, el artículo 13 de la citada Ley establece lo siguiente: 
“Responsabilidad  de  los  prestadores  de  los  servicios  de  la  sociedad  de  la
información.

1. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información están sujetos a la
responsabilidad civil, penal y administrativa establecida con carácter general en el
ordenamiento jurídico, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley.

2.  Para  determinar  la  responsabilidad  de  los  prestadores  de  servicios  por  el
ejercicio  de  actividades  de  intermediación,  se  estará  a  lo  establecido  en  los
artículos siguientes.”

En este sentido, el artículo 16 de la misma Ley dispone lo siguiente:

“Responsabilidad de los prestadores de servicios de alojamiento o almacenamiento
de datos.

1. Los prestadores de un servicio de intermediación consistente en albergar datos
proporcionados por el destinatario de este servicio no serán responsables por la
información almacenada a petición del destinatario, siempre que:
a)  No  tengan  conocimiento  efectivo  de  que  la  actividad  o  la  información
almacenada  es  ilícita  o  de  que  lesiona  bienes  o  derechos  de  un  tercero
susceptibles de indemnización, o

b) Si lo tienen, actúen con diligencia para retirar los datos o hacer imposible el
acceso a ellos.
Se entenderá que el prestador de servicios tiene el conocimiento efectivo a que se
refiere el párrafo a) cuando un órgano competente haya declarado la ilicitud de los
datos, ordenado su retirada o que se imposibilite el acceso a los mismos, o se
hubiera  declarado  la  existencia  de  la  lesión,  y  el  prestador  conociera  la
correspondiente  resolución,  sin  perjuicio  de  los  procedimientos  de  detección  y
retirada  de  contenidos  que  los  prestadores  apliquen  en  virtud  de  acuerdos
voluntarios y de otros medios de conocimiento efectivo que pudieran establecerse.



2. La exención de responsabilidad establecida en el apartado 1 no operará en el
supuesto de que el destinatario del  servicio actúe bajo la dirección, autoridad o
control de su prestador.”

Por  tanto,  resulta  evidente  que habiéndose  limitado  mi  mandante  a  prestar  un
servicio  de  alojamiento  de  los  contenidos  de  la  Plataforma,  los  demandantes
carecen de acción contra el mismo al no tener responsabilidad por la información
almacenada,  respecto  de  la  que,  además,  no  existe  resolución  alguna,  ni
administrativa ni judicial, que haya declarado la ilicitud de los mismos, la existencia
de lesión de bienes o de derechos de terceros susceptibles de indemnización. No
obstante lo cual, en atención a una conducta no escrita pero aplicada de forma
inveterada por la práctica totalidad de los prestadores de servicios de la Sociedad
de la Información que acogen en sus servidores “comunidades electrónicas”, y al
no constar resolución judicial o administrativa que hubiera declarado los contenidos
tachados de ilícitos de contrario  como tales,  se requirió a los integrantes de la
Plataforma  mediante  telefax  para  que  de  modo  cautelar  adoptaran  las
prevenciones  que  mi  mandante  le  hizo  notar  en  su  citada  comunicación,
requerimiento  que  finalmente  ha  sido  atendido  por  tal  “comunidad  electrónica”,
incluso  en  exceso  al  haber  dejado  inaccesibles  muy  buena  parte  de  sus
contenidos,  incluidos  los  tildados  de  contrario  como  ilícitas  intromisiones  en  el
honor de sus patrocinados.

Consecuentemente, debe dictarse sentencia desestimatoria de la demanda, con
expresa condena al pago de las costas procesales a los demandantes de forma
solidaria.

II.- El derecho fundamental al honor y la libertad de expresión.

En  primer  lugar,  puesto  que  una  de  las  partes  demandantes  es  una  persona
jurídica,  habrá  de  examinarse  si,  como se  señala  de  contrario,  tales  personas
gozan de un derecho fundamental que ha venido siendo considerado desde tiempo
inmemorial como un derecho personalísimo y, efectivamente, es cierto que existen
diversos pronunciamientos judiciales (inclusión infundada en ficheros de morosos,
implicación infundada en procedimientos penales por delitos muy graves…), pero
dicha doctrina resulta completamente inaplicable al caso presente.

La Plataforma dispone de un aviso legal cuando se accede a sus contenidos que
llama la  atención  de cualquier  visitante  para  consultar  lo  que denominan “Nota
legal”.

“El objeto de esta plataforma de expresión y protesta es el  ejercicio de la
libertad de expresión y del derecho de crítica. Pretendemos mediante esta
página Web defender nuestros derechos como Internautas y ciudadanos al
vernos afectados por la Ley de la Propiedad Intelectual y concretamente por
quienes pretenden ejecutar el derecho a su favor, en este caso, la Sociedad
General de Autores y Editores.

En ningún momento se incita desde aquí a la piratería ni a delitos contra los
derechos inherentes al autor.”

Asimismo, indica la referida Nota legal lo siguiente:

“Sobre el contenido.



El  contenido  de esta  plataforma de  expresión  no se encuentra  limitado ni
supervisado.  Así  bien,  no  están  permitidas  ofensas  a  la  dignidad  de  la
persona. Si considera que se están vulnerando derechos fundamentales de la
persona  o  faltando  a  la  verdad,  le  rogamos  se  pongan  en  contacto  con
putasgae@paistortuga.com y lo ponga en conocimiento de un editor.  Estos
contenidos serán retirados de forma inmediata.

La sección de humor es una sección que pretende acometer nuestra crítica
desde  un  punto  de  vista  distendido  y  se  encuentra  enfocada  desde  la
perspectiva del  animus iocandi. En ningún momento se pretende incurrir en
injurias.”

Los  comentarios  y  opiniones  vertidos  por  los  integrantes  de  la  Plataforma  de
Movilizaciones contra la SGAE no han tenido ninguna trascendencia para el honor
ni del demandante persona física ni para el demandante persona jurídica. Basta
para  constatar  lo  manifestado  la  ausencia  total  de  prueba  acerca  de  tal
trascendencia.

Es más, la Plataforma citada y su web-site no son un medio de comunicación que
es la consideración que subyace en la demanda. Sus opiniones y manifestaciones
no pasan de ser puras y simples manifestaciones de autoafirmación, que no van
dirigidas a mancillar ni menoscabar el buen nombre de los demandantes sino a
criticar  y  permitir  que  sus  integrantes  den  rienda  suelta  a  toda  suerte  de
manifestaciones verbales,  que quedan escritas por las características del medio
empleado.

La  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo y la  del  Tribunal  Constitucional  se han
decantado  por  el  seguimiento  de  las  siguientes  directrices  ante  cualesquiera
hipotéticas colisiones entre la libertad de expresión y el derecho al honor: 

a) Que la delimitación entre la colisión de tales derechos ha de hacerse caso por
caso y sin fijar apriorísticamente los límites entre ellos; y 

b) Que la tarea de ponderación o proporcionalidad ha de llevarse a cabo teniendo
en  cuenta  la  posición  prevalente,  que  no  jerárquica  o  absoluta,  que  sobre  los
determinados derechos de personalidad del artículo 18 de la Constitución ostenta
el derecho a la libertad de expresión y de información.

Vaya  por  delante  que  el  dominio  y  los  contenidos  tildados  de  contrario  como
atentatorios  del  derecho al  honor  de  los  demandantes  no  se  pueden  entender
vertidos  en  un  medio  de  comunicación  escrita,  sino  en  algo  bien  distinto:  una
página web, un servicio de la Sociedad de la Información, que se considera a sí
mismo como plataforma crítica de las actividades de la entidad demandante y que
se  estructura  como  tantas  otras  iniciativas  en  Internet  adoptando  la  forma  de
“comunidad electrónica” o comunidad virtual. Por tanto, su único y exclusivo fin es
la crítica de la Sociedad demandante y de sus actividades, hecho que no aparece
controvertido de contrario,  salvo por el nombre de dominio elegido por la citada
Plataforma.  Es  en  tal  contexto  en  el  que  deben  ser  valoradas  las  opiniones  y
manifestaciones vertidas al amparo de la libertad de expresión.

En tal contexto de crítica pública de las actividades de la entidad demandante, ésta
y  el  demandante,  don  Eduardo  Bautista  García,  como  persona  de  evidente
relevancia  pública,  están  sujetas  a  ser  objeto  de  las  más  severas  críticas
precisamente por causa de sus actividades públicas que no serían tolerables de



dedicarse a actividades privadas. En ninguno de los supuestos cuestionados de
contrario se hace mención alguna a actividad privada del  demandante y mucho
menos de la entidad codemandante.

Todas las  críticas vertidas  traen causa o motivo de la  actividad  pública  de  los
demandantes. En tal contexto, ninguna de las opiniones y manifestaciones vertidas
en  unos  foros  que  ni  siquiera  se  encuentran  alojados  o  redireccionados  al
subdominio de mi mandante han excedido de su limitado ámbito constreñido a la
propia  Plataforma;  antes  al  contrario,  han  sido  múltiples  los  excesos  verbales
producidos por parte de destacados integrantes de la Sociedad demandante y por
el  propio  codemandante  los  que  sí  han  tenido  una  trascendencia  pública,
precisamente por su relevancia pública y social  y amplio eco en los medios de
comunicación  social,  de  la  que  carecen  a  todas  luces  los  integrantes  de  la
Plataforma y sus opiniones, respecto de la que no se ha acreditado ni una sola
trascendencia a los medios de comunicación social de una sola de sus opiniones y
manifestaciones.

Por el contrario, hemos relatado las manifestaciones de un destacado autor como
Manolo Tena de considerar que los internautas se dedican a robar millones a los
autores, de evidente y superior trascendencia pública por haber sido reproducidas
en multitud de medios de comunicación social. Hemos de reseñar, asimismo, las
manifestaciones del codemandante, don Eduardo Bautista García, publicadas en
uno de los diarios de mayor tirada y difusión de España, El País, precisamente
incluidas en una sección especial denominada Ciberpaís, dedicada al mundo de
Internet y de las nuevas tecnologías, tildando a los internautas en general, a sus
comunidades y a sus asociaciones de “pendejos electrónicos”.

Es en tal contexto de enfrentamiento y de crítica en el que deben ser interpretadas
las opiniones vertidas y en dicho contexto, limitadísimo además por parte de las
opiniones  de  los  foros  y  de  la  web  de  la  Plataforma,  a  diferencia  de  las
manifestaciones de los autores y sus gestores de vincular permanentemente al
usuario de Internet con la imagen de una persona sin escrúpulos que desprecia
olímpicamente la cultura, arruina empresas y se quiere aprovechar del esfuerzo y
trabajo ajenos sin límite ni contemplación alguna (documentos números 17 a 20 de
esta parte).

En  ese  contexto,  resultan  de  todo  punto  irrelevantes  las  opiniones  y
manifestaciones  de  los  integrantes  de  la  Plataforma,  como  acredita  el  hecho
indubitado de su nula o escasa trascendencia pública.

Tan es así que ni el prestigio ni el quehacer profesional de los demandantes se ha
visto  afectado  en  modo  alguno.  Como  se  ha  señalado  más  arriba  en  la
fundamentación  fáctica  de  esta  contestación,  la  Sociedad  demandante,  con  el
codemandante  como  Presidente  de  su  Consejo  de  Dirección,  ingresó  en  el
ejercicio económico correspondiente al año 2002 la cantidad de 255,44 millones de
euros.  En  el  año  2003,  con  el  mismo  Presidente  del  Consejo  de  Dirección,
aumentó sus ingresos en 5,2 puntos con respecto a los del ejercicio anterior hasta
llegar  a los 268,7 millones de euros en el ejercicio correspondiente al año 2003, tal
y  como  es  de  ver  en  las  memorias  económicas  publicadas  por  la  entidad
demandante  (documentos  número  41  y  42  de  esta  parte).  De  lo  que  resulta
evidente  que  ninguna  trascendencia  han  podido  tener  las  manifestaciones  y
opiniones  de  la  Plataforma  en  el  buen  hacer  y  prestigio  profesionales  de  los
demandantes que no se han visto alterados ni un ápice, señalábamos más arriba;



antes al contrario, sus excelentes resultados económicos incrementados de forma
notable ejercicio tras ejercicio hablan por sí mismos de todo lo contrario, de lo que
resulta, además, que ningún derecho de los mismos, ni siquiera de orden moral, se
ha  visto  afectado  por  causa  o  con  motivo  de  las  manifestaciones  y  opiniones
vertidas por la Plataforma de Coordinación de Movilizaciones contra la SGAE.

En ese contexto, resulta evidente que los hipotéticos excesos verbales formulados
tanto por los demandantes como por las opiniones publicadas por la Plataforma,
son  asumidos  por  la  sociedad  española  desde  un  prisma  de  enfrentamiento
normal,  sin concederles ninguna trascendencia negativa para el  honor  y mucho
menos para el  prestigio profesional que,  como se ha indicado, ha permanecido
inalterado y antes al contrario ha subido varios grados a la vista de los resultados
económicos de la entidad demandante bajo la dirección del codemandante. Lejos
de  sentirse  afectados  los  demandantes  o  de  haberse  visto  menoscabado  su
prestigio profesional por causa de las opiniones de la Plataforma, para septiembre
de 2003  acordaron con los fabricantes e importadores de los soportes digitales
vírgenes la generalización de tal canon o remuneración compensatoria por la copia
privada a  los soportes  digitales,  que tantas  críticas ha recibido  por  parte  de la
Asociación  de  Internautas  con  contenidos  de  su  propia  autoría  como  se  ha
señalado en la fundamentación fáctica y que no ha merecido censura alguna por
parte de los demandantes.

III.- Indemnizaciones.

La  parte  actora  analiza  diversos  factores  para  determinar  el  quantum
indemnizatorio que considera pertinente.

Atiende en primer lugar a las circunstancias del caso, que limita a la perpetuación
en el  tiempo de la pretendida lesión que establece en dos años.  Sin embargo,
como se ha señalado más arriba, la realidad es que la entidad demandante y su
Presidente conocen desde hace más tiempo que esos dos años los contenidos que
ahora tildan de atentatorios para con su honor.

De ser cierto que hubieran sido constitutivos de los atentados que imputan, no se
hubieran demorado más de dos años en iniciar su persecución, permitiendo de esa
manera  que  transcurriera  el  tiempo  como  mecanismo  de  incremento  de  una
pretendida indemnización.

Atiende en segundo lugar a la lesión producida que considera grave, insistiendo de
nuevo en su mantenimiento en el tiempo. Por último, se atiende de contrario a una
supuesta difusión o audiencia del medio a través del que se ha producido. Para
ello,  ofrece un documento que dice basarse en un contador que ha computado
desde el día 29 de enero de 2002 hasta la fecha (sin que exprese cuál sea) poco
más  de  quinientas  mil  “visualizaciones”,  se  dice  de  contrario.  Sin  embargo,  la
realidad  es  que  tal  contador  carece  de  toda  fiabilidad,  es  de  muy  sencilla
manipulación de forma que se alteran sus resultados para dar una apariencia de
gran  número  de  visitas  que  pueden  ser  realizadas  por  dos  o  tres  personas
alternándose en la actualización o refresco de una página dotada de tal contador
que es ofrecido, además, de forma gratuita y sin garantía alguna, careciendo de
toda clase de control;  además, al imprimir los resultados que puede ofrecer,  tal
impresión puede ser alterada modificando los datos que son impresos finalmente
de forma que se da apariencia real a algo que es pura inventiva.



Además  de  todo  lo  anterior,  las  cantidades  pretendidas  de  contrario  como
indemnizatorias son claramente desproporcionadas. Si atendemos a una suerte de
Sentencias  dictadas  por  nuestros  Tribunales,  comprobaremos  la  evidente  y
acentuada  desproporción  del  pretendido  daño  causado  con  el  importe  que  se
considera pertinente de contrario:

1.- Sentencias de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo:

a) Tres sentencias de 28-10-1998 (RJ 1998, 8928), 31-5-1999 (RJ 1999, 6154) y
30-10-2000 (RJ 2000, 9116), en las que la responsabilidad patrimonial del Estado
por  transfusiones  sanguíneas  generadoras  de  hepatitis-B:  genera  una
indemnización de 5.000.000 de pesetas en cada caso.

b) Responsabilidad patrimonial del Estado por la muerte de un recluso que acaeció
a causa de un incendio en la prisión: se indemniza con 2.000.000 de pesetas (S.
25-4-2000 [RJ 2000, 3561]).

c)  Responsabilidad  patrimonial  del  Estado  por  el  suicidio  de  un  recluso:  se
indemniza con 2.000.000 de pesetas (S. 28-3-2000 [RJ 2000, 4051]).

d) Responsabilidad patrimonial del Estado por el fallecimiento de un soldado en
accidente  durante  unas  maniobras  militares:  se  indemniza  con  8.000.000  de
pesetas (S. 5-2-2000 [RJ 2000, 2171]).

2.- Sentencias de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo:

a)  Por  razón de un  homicidio  por  imprudencia  de un  joven,  a  su  madre  se le
indemniza con 5.000.000 de pesetas (S. de 16-6-2001 [RJ 2001, 6361]).

b) Muerte por imprudencia de un obrero de la construcción, padre de dos hijos, se
indemniza con 30.000.000 de pesetas (S. de 1-6-2001 [RJ 2001, 9959]).

c) Homicidio doloso de un taxista, padre de dos hijos, se indemniza con 13.000.000
de pesetas (S. 17-9-2001 [RJ 2001, 7729]).

d)  Homicidio  de  un  ama  de  casa  a  manos  de  su  marido:  se  indemniza  con
5.000.000 de pesetas (S. 29-6-2001).

e)  Homicidio  por  imprudencia  de  un  joven  de  25  años:  se  indemniza  con
23.222.480 de pesetas (S. 5-7-2001 [JUR 2001, 11031).

3.- A causa de errores judiciales, los siguientes:

a) Prisión preventiva sufrida por quien luego resultó absuelto, y que duró 419 días:
se  indemnizó  con  3.500.000  de  pesetas  (S.  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-
Administrativo del TS de 15-3-2000 [RJ 2000,3066]).

b)  Prisión preventiva  durante  28 días de  una persona que resultó  absuelta:  se
indemnizó con 345.000 ptas. (S. de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
TS de 13-11-2000 [RJ 2001, 142]).



4.- Sentencias de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo:

a) Muerte de un obrero de la construcción al caer de un andamio. Se indemniza
con 10.000.000 de pesetas (S. 10-12-1998 [RJ 1998, 10501]).

b)  Pérdida  de  un  ojo  de  un  mecánico  en  accidente  laboral.  Se  indemniza con
2.353.730 de pesetas. (S. 17-2-1999 [RJ 1999, 2598]).

c) Un minero pierde una pierna -amputación- en accidente laboral. Se indemniza
con 6.000.000 de pesetas (S. 2-10-2000 [RJ 2000, 9673]).

d)  Pérdida de  un ojo por imprudencia médica.  Se indemniza con 3.000.000 de
pesetas. (S. 6-3-2000 [RJ 2000, 2600]).

e) Muerte por “shock-anafiláctico” al dar a luz. Se indemniza con 18.000.000 de
pesetas (S. 19-4-1999 [RJ 1999, 4528]).

5.- Sentencias de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
que son:

a) Por despido improcedente de una trabajadora que había prestado sus servicios
en la empresa durante 6 meses. Se indemniza con 78.706 pesetas. (S. de 2-10-
2001).

b) Por despido improcedente de «un técnico-alto» que ha prestado sus servicios a
la empresa durante 286 días; se le indemniza con 17.485.754 pesetas. (S. 2-10-
2001).

Si comparamos todas esas cifras con los pretendidos 18.000 Euros (tres millones
de las antiguas pesetas) para cada uno de los demandantes, resalta aún más la
desproporción, porque 18.000 euros es lo que supone aproximadamente el trabajo
de  una  persona  durante  cerca  de  tres  años  cobrando  el  salario  mínimo
interprofesional.

Finalmente,  tampoco  se  compadece  con  la  naturaleza  de  las  personas  y  del
derecho supuestamente afectado que los demandantes se consideren pares en
orden a la indemnización.

Con independencia de que mi mandante no ha obtenido beneficio alguno con los
contenidos de la Plataforma alojados en su servidor, sino todo lo contrario (espacio
web ocupado y ancho de banda consumido), la parte actora parece insinuar que
como  el  medio  usado,  Internet,  es  de  ámbito  mundial  y  normalmente  sus
contenidos  son permanentes,  bien  porque no  son  borrados  o  bien  porque  son
almacenados  en  otros  servidores  de  Internet  para  ser  mostrados  de  forma
permanente como si de un medio inmutable se tratara, la realidad es que tales
parámetros  resultan  inaplicables  a  Internet,  porque  con  ello  estaríamos
pretendiendo que se indemnizara por todos los ejemplares de un medio tradicional
que han podido ser guardados durante años por sus compradores y que incluyen
noticias o artículos de opinión considerados atentatorios del honor bajo la especie
de que puede seguir atentando contra el honor la posibilidad de que alguien pueda
leerlo años después. Para poner remedio a esas situaciones ya está lo solicitado
de contrario consistente en dar publicidad a la sentencia.



La  presunción  establecida  en  la  Ley  Orgánica  1/1982,  de  5  de  mayo,  queda
destruida desde el momento mismo en que, como se ha acreditado, ni la entidad
demandante ni el codemandante han sufrido daño alguno, ni de índole profesional,
ni  de  índole  moral,  como  corrobora  el  hecho  indubitado  de  continuar  sus
actividades  profesionales  sin  ninguna  mácula  añadida  ni  afectación  por  las
manifestaciones  de  la  Plataforma  de  Coordinación  de  Movilizaciones  contra  la
SGAE, obteniendo cada vez mayores ingresos bajo la dirección citada, celebrando
acuerdos con los fabricantes e importadores de soportes digitales para generalizar
el canon por copia privada, frente al que se alzaba la Plataforma y sus contenidos.

En consecuencia, incluso en el hipotético caso de que se declarase por el Juzgado
la existencia de una intromisión ilícita en el derecho al honor de los demandantes,
no procedería indemnización alguna para los mismos.

IV.- Procede  la  condena  solidaria  a  los  demandantes  del  pago  de  las  costas
procesales,  de  conformidad  con  lo  prevenido  en  el  artículo  394  de  la  Ley  de
Enjuiciamiento Civil.

En virtud de todo lo expuesto,

SUPLICO AL JUZGADO que, teniendo por presentado este escrito y documentos
adjuntos, con copias de todo ello, se sirva admitirlo, tenerme por comparecida y
parte en la representación que dejo acreditada, tener por contestada la demanda y
por  formuladas  las  excepciones  planteadas  previamente,  dar  a  la  misma  la
tramitación correspondiente para que, en su día, tras los trámites legales se sirva
dictar sentencia por la que se absuelva a mi representada, con expresa condena a
los demandantes al pago de las costas procesales.

OTROSI PRIMERO DIGO: Esta parte hace declaración expresa de su voluntad de
cumplir los requisitos exigidos por la ley a los efectos establecidos en el artículo
231 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Por ello, de nuevo,

SUPLICO  AL  JUZGADO que  se  sirva  tener  por  realizada  la  precedente
manifestación.

SEGUNDO  OTROSI  DIGO:  La  copia  de  la  escritura  de  apoderamiento  es
necesaria para otros usos, por lo que, nuevamente,

SUPLICO AL JUZGADO  que se sirva acordar su devolución dejando testimonio
de la misma en los autos.
En Madrid, a veintiséis de mayo de dos mil cuatro.

Ldo. Pedro Tur Giner
        Colegiado 37638


